
Primer Ejercicio del Proceso Selectivo para ingreso en la Escala de Titulados Superiores del  
Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, O.A., M.P. (INSST). V. enero 2024. 

 

1 
 

TEMA 36 

 

REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/2013, DE 29 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE APRUEBA EL 
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY GENERAL DE DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
Y DE SU INCLUSIÓN SOCIAL. LEY 39/2006, DE 14 DE DICIEMBRE, DE PROMOCIÓN DE LA 
AUTONOMÍA PERSONAL Y ATENCIÓN A LAS PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA 

 

1. REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/2013, DE 29 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE APRUEBA 
EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY GENERAL DE DERECHOS DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD Y DE SU INCLUSIÓN SOCIAL 

Las personas con discapacidad conforman un grupo vulnerable y numeroso al que el modo en 
que se estructura y funciona la sociedad ha mantenido habitualmente en conocidas condiciones 
de exclusión. Por ello, el impulso de las medidas que promuevan la igualdad de oportunidades 
suprimiendo los inconvenientes que se oponen a la presencia integral de las personas con 
discapacidad concierne a todos los ciudadanos, organizaciones y entidades. 

La Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social de las personas con discapacidad, fue la 
primera ley aprobada en España dirigida a regular la atención y los apoyos a las personas con 
discapacidad y sus familias, en el marco de los artículos 9, 10, 14 y 49 de la Constitución, y supuso 
un avance relevante para la época. Esta Ley partía ya de la idea de que el amparo especial y las 
medidas de equiparación para garantizar los derechos de las personas con discapacidad debía 
basarse en apoyos complementarios, ayudas técnicas y servicios especializados que les 
permitieran llevar una vida normal en su entorno y estableció un sistema de prestaciones 
económicas y servicios, medidas de integración laboral, de accesibilidad y subsidios económicos, 
y una serie de principios que posteriormente se incorporaron a las leyes de sanidad, educación 
y empleo. 

Posteriormente, la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, supuso un renovado 
impulso a las políticas de equiparación de las personas con discapacidad, centrándose 
especialmente en dos estrategias de intervención: la lucha contra la discriminación y la 
accesibilidad universal. 

La propia Ley 51/2003 preveía el establecimiento de un régimen de infracciones y sanciones que 
se hizo realidad con la aprobación de la Ley 49/2007, de 26 de diciembre, por la que se establece 
el régimen de infracciones y sanciones en materia de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 

Asimismo, la Ley 27/2007, de 23 de octubre, por la que se reconocen las lenguas de signos 
españolas y se regulan los medios de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con 
discapacidad auditiva y sordociegas, reconoce el derecho de libre opción de las personas sordas, 
con discapacidad auditiva y sordociegas al aprendizaje, conocimiento y uso de las lenguas de 
signos españolas, y a los distintos medios de apoyo a la comunicación oral, lo que constituye un 
factor esencial para su inclusión social. 

Finalmente, es imprescindible hacer referencia a la Convención Internacional sobre los derechos 
de las personas con discapacidad, aprobada el 13 de diciembre de 2006 por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas (ONU), ratificada por España el 3 de diciembre de 2007 y que entró en 
vigor el 3 de mayo de 2008. La Convención supone la consagración del enfoque de derechos de 
las personas con discapacidad, de modo que considera a las personas con discapacidad como 
sujetos titulares de derechos y los poderes públicos están obligados a garantizar que el ejercicio 
de esos derechos sea pleno y efectivo. 
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1.1. Tal y como establece el artículo 1 del Real Decreto Legislativo 1/2013, el objeto del 
mismo es el siguiente: 

a) Garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades y de trato, así como el ejercicio real y 
efectivo de derechos por parte de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones 
respecto del resto de ciudadanos y ciudadanas, a través de la promoción de la autonomía 
personal, de la accesibilidad universal, del acceso al empleo, de la inclusión en la comunidad y 
la vida independiente y de la erradicación de toda forma de discriminación, conforme a los 
artículos 9.2, 10, 14 y 49 de la Constitución Española y a la Convención Internacional sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad y los tratados y acuerdos internacionales ratificados 
por España. 

b) Establecer el régimen de infracciones y sanciones que garantizan las condiciones básicas en 
materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las 
personas con discapacidad. 

 

1.2. A efectos de esta ley se entiende por: 

a) Discapacidad: es una situación que resulta de la interacción entre las personas con 
deficiencias previsiblemente permanentes y cualquier tipo de barreras que limiten o impidan su 
participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. 

b) Igualdad de oportunidades: es la ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por 
motivo de o por razón de discapacidad, incluida cualquier distinción, exclusión o restricción que 
tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o 
ejercicio en igualdad de condiciones por las personas con discapacidad, de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, laboral, 
cultural, civil o de otro tipo. Asimismo, se entiende por igualdad de oportunidades la adopción 
de medidas de acción positiva. 

c) Discriminación directa: es la situación en que se encuentra una persona con discapacidad 
cuando es tratada de manera menos favorable que otra en situación análoga por motivo de o 
por razón de su discapacidad. 

d) Discriminación indirecta: existe cuando una disposición legal o reglamentaria, una cláusula 
convencional o contractual, un pacto individual, una decisión unilateral o un criterio o práctica, 
o bien un entorno, producto o servicio, aparentemente neutros, puedan ocasionar una 
desventaja particular a una persona respecto de otras por motivo de o por razón de 
discapacidad, siempre que objetivamente no respondan a una finalidad legítima y que los 
medios para la consecución de esta finalidad no sean adecuados y necesarios. 

e) Discriminación por asociación: existe cuando una persona o grupo en que se integra es objeto 
de un trato discriminatorio debido a su relación con otra por motivo o por razón de discapacidad. 

f) Acoso: es toda conducta no deseada relacionada con la discapacidad de una persona, que 
tenga como objetivo o consecuencia atentar contra su dignidad o crear un entorno 
intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo. 

g) Medidas de acción positiva: son aquellas de carácter específico consistentes en evitar o 
compensar las desventajas derivadas de la discapacidad y destinadas a acelerar o lograr la 
igualdad de hecho de las personas con discapacidad y su participación plena en los ámbitos de 
la vida política, económica, social, educativa, laboral y cultural, atendiendo a los diferentes tipos 
y grados de discapacidad. 
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h) Vida independiente: es la situación en la que la persona con discapacidad ejerce el poder de 
decisión sobre su propia existencia y participa activamente en la vida de su comunidad, 
conforme al derecho al libre desarrollo de la personalidad. 

i) Normalización: es el principio en virtud del cual las personas con discapacidad deben poder 
llevar una vida en igualdad de condiciones, accediendo a los mismos lugares, ámbitos, bienes y 
servicios que están a disposición de cualquier otra persona. 

j) Inclusión social: es el principio en virtud del cual la sociedad promueve valores compartidos 
orientados al bien común y a la cohesión social, permitiendo que todas las personas con 
discapacidad tengan las oportunidades y recursos necesarios para participar plenamente en la 
vida política, económica, social, educativa, laboral y cultural, y para disfrutar de unas 
condiciones de vida en igualdad con los demás. 

k) Accesibilidad universal: es la condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, 
productos y servicios, así como los objetos, instrumentos, herramientas y dispositivos para ser 
comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas en condiciones de seguridad y 
comodidad y de la forma más autónoma y natural posible. En la accesibilidad universal está 
incluida la accesibilidad cognitiva para permitir la fácil comprensión, la comunicación e 
interacción a todas las personas. La accesibilidad cognitiva se despliega y hace efectiva a través 
de la lectura fácil, sistemas alternativos y aumentativos de comunicación, pictogramas y otros 
medios humanos y tecnológicos disponibles para tal fin. Presupone la estrategia de «diseño 
universal o diseño para todas las personas», y se entiende sin perjuicio de los ajustes razonables 
que deban adoptarse. 

l) Diseño universal o diseño para todas las personas: es la actividad por la que se conciben o 
proyectan desde el origen, y siempre que ello sea posible, entornos, procesos, bienes, 
productos, servicios, objetos, instrumentos, programas, dispositivos o herramientas, de tal 
forma que puedan ser utilizados por todas las personas, en la mayor extensión posible, sin 
necesidad de adaptación ni diseño especializado. El «diseño universal o diseño para todas las 
personas» no excluirá los productos de apoyo para grupos particulares de personas con 
discapacidad, cuando lo necesiten. 

m) Ajustes razonables: son las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas del 
ambiente físico, social y actitudinal a las necesidades específicas de las personas con 
discapacidad que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en 
un caso particular de manera eficaz y práctica, para facilitar la accesibilidad y la participación y 
para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones 
con las demás, de todos los derechos. 

n) Diálogo civil: es el principio en virtud del cual las organizaciones representativas de personas 
con discapacidad y de sus familias participan, en los términos que establecen las leyes y demás 
disposiciones normativas, en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas 
oficiales que se desarrollan en la esfera de las personas con discapacidad, las cuales 
garantizarán, en todo caso, el derecho de los niños y las niñas con discapacidad a expresar su 
opinión libremente sobre todas las cuestiones que les afecten y a recibir asistencia apropiada 
con arreglo a su discapacidad y edad para poder ejercer ese derecho. 

o) Transversalidad de las políticas en materia de discapacidad: es el principio en virtud del cual 
las actuaciones que desarrollan las Administraciones Públicas no se limitan únicamente a planes, 
programas y acciones específicos, pensados exclusivamente para estas personas, sino que 
comprenden las políticas y líneas de acción de carácter general en cualquiera de los ámbitos de 
actuación pública, en donde se tendrán en cuenta las necesidades y demandas de las personas 
con discapacidad. 
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1.3. Tal y como está establecido en el artículo 3, los principios de la Ley son: 

a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad de tomar las 
propias decisiones, y la independencia de las personas. 

b) La vida independiente. 

c) La no discriminación. 

d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como parte de 
la diversidad y la condición humanas. 

e) La igualdad de oportunidades. 

f) La igualdad entre mujeres y hombres. 

g) La normalización. 

h) La accesibilidad universal. 

i) Diseño universal o diseño para todas las personas. 

j) La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad. 

k) El diálogo civil. 

l) El respeto al desarrollo de la personalidad de las personas con discapacidad, y, en especial, de 
las niñas y los niños con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad. 

m) La transversalidad de las políticas en materia de discapacidad. 

 

1.4. Derechos de las personas con discapacidad: 

Las personas con discapacidad tienen los mismos derechos que los demás ciudadanos conforme 
a nuestro ordenamiento jurídico. 

Para hacer efectivo este derecho a la igualdad, las administraciones públicas promoverán las 
medidas necesarias para que el ejercicio en igualdad de condiciones de los derechos de las 
personas con discapacidad sea real y efectivo en todos los ámbitos de la vida. 

Las administraciones públicas protegerán de forma especialmente intensa los derechos de las 
personas con discapacidad en materia de igualdad entre mujeres y hombres, salud, empleo, 
protección social, educación, tutela judicial efectiva, movilidad, comunicación, información y 
acceso a la cultura, al deporte, al ocio así como de participación en los asuntos públicos, en los 
términos previstos en este Título y demás normativa que sea de aplicación. 

Asimismo, las administraciones públicas protegerán de manera singularmente intensa a aquellas 
personas o grupo de personas especialmente vulnerables a la discriminación múltiple como las 
niñas, niños y mujeres con discapacidad, mayores con discapacidad, mujeres con discapacidad 
víctimas de violencia de género, personas con pluridiscapacidad u otras personas con 
discapacidad integrantes de minorías. 

a) Sistema de prestaciones sociales y económicas 

La acción protectora del sistema especial de prestaciones sociales y económicas para las 
personas con discapacidad que por no desarrollar una actividad laboral, no están incluidos en el 
campo de aplicación del Sistema de la Seguridad Social, comprenderá: 

- Asistencia sanitaria y prestación farmacéutica. 

- Subsidio de movilidad y compensación por gastos de transporte. 

- Recuperación profesional. 
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- Rehabilitación y habilitación profesionales. 

b) Derecho a la protección de la salud 

Las personas con discapacidad tienen derecho a la protección de la salud, incluyendo la 
prevención de la enfermedad y la protección, promoción y recuperación de la salud, sin 
discriminación por motivo o por razón de discapacidad, prestando especial atención a la salud 
mental y a la salud sexual y reproductiva. 

Las administraciones públicas desarrollarán las actuaciones necesarias para la coordinación de 
la atención de carácter social y de carácter sanitario, de forma efectiva y eficiente, dirigida a las 
personas que por problemas de salud asociados a su discapacidad tienen necesidad simultánea 
o sucesiva de ambos sistemas de atención, y promoverán las medidas necesarias para favorecer 
el acceso de las personas con discapacidad a los servicios y prestaciones relacionadas con su 
salud en condiciones de igualdad con el resto de ciudadanos. 

En cada ámbito sectorial existen equipos multiprofesionales de atención a la discapacidad que 
cuentan con la formación especializada correspondiente y serán competentes, en su ámbito 
territorial, para prestar una atención interdisciplinaria a cada persona con discapacidad que lo 
necesite, para garantizar su inclusión y participación plena en la sociedad en igualdad de 
condiciones con los demás. 

Los equipos multiprofesionales de calificación y reconocimiento del grado de discapacidad son 
los órganos encargados de valorar y calificar las situaciones de discapacidad, para su 
reconocimiento oficial por el órgano administrativo competente. 

Son funciones de los equipos multiprofesionales de calificación y reconocimiento del grado 
de discapacidad: 

- Emitir un dictamen técnico normalizado sobre las deficiencias, las limitaciones para realizar 
actividades y las barreras en la participación social, recogiendo las capacidades y habilidades 
para las que la persona necesita apoyos. 

- La orientación para la habilitación y rehabilitación, con pleno respeto a la autonomía de la 
persona con discapacidad, proponiendo las necesidades, aptitudes y posibilidades de 
recuperación, así como el seguimiento y revisión. 

- La valoración y calificación de la situación de discapacidad, determinando el tipo y grado 
de discapacidad en relación con los beneficios, derechos económicos y servicios previstos en la 
legislación, sin perjuicio del reconocimiento del derecho que corresponda efectuar al órgano 
administrativo competente. 

- La valoración y calificación de la situación de discapacidad será revisable en la forma que 
reglamentariamente se determine. La valoración y calificación definitivas solo se realizará 
cuando la persona haya alcanzado su máxima rehabilitación o cuando la deficiencia sea 
presumiblemente definitiva, lo que no impedirá valoraciones previas para obtener 
determinados beneficios. 

Las calificaciones y valoraciones de los equipos multiprofesionales de calificación y 
reconocimiento del grado de discapacidad responderán a criterios técnicos unificados, basados 
en la evidencia disponible, y tendrán validez ante cualquier organismo público y en todo el 
territorio del Estado. 

c) Derecho a la atención integral 

Se entiende por atención integral los procesos o cualquier otra medida de intervención dirigidos 
a que las personas con discapacidad adquieran su máximo nivel de desarrollo y autonomía 
personal, y a lograr y mantener su máxima independencia, capacidad física, mental y social, y su 
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inclusión y participación plena en todos los aspectos de la vida, así como la obtención de un 
empleo adecuado. 

Los programas de atención integral podrán comprender: 

- Habilitación o rehabilitación médico-funcional. 

- Atención, tratamiento y orientación psicológica. 

- Educación. 

- Apoyo para la actividad profesional. 

d)  Derecho a la educación 

Las personas con discapacidad tienen derecho a una educación inclusiva, de calidad y gratuita, 
en igualdad de condiciones con las demás. Se prestará especial atención a la diversidad de 
necesidades educativas del alumnado con discapacidad, mediante la regulación de apoyos y 
ajustes razonables para la atención de quienes precisen una atención especial de aprendizaje o 
de inclusión. 

d) Derecho a la vida independiente 

Las personas con discapacidad tienen derecho a vivir de forma independiente y a participar 
plenamente en todos los aspectos de la vida. Para ello, los poderes públicos adoptarán las 
medidas pertinentes para asegurar la accesibilidad universal, en igualdad de condiciones con las 
demás personas, en los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, el transporte, la 
información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, así como los medios de comunicación social y en otros servicios e instalaciones 
abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. 

Así, está establecido que los ayuntamientos adoptarán las medidas adecuadas para facilitar el 
estacionamiento de los vehículos automóviles pertenecientes a personas con problemas graves 
de movilidad, por razón de su discapacidad o, por ejemplo, que las personas con discapacidad 
con dificultades para utilizar transportes colectivos, que reúnan los requisitos establecidos 
reglamentariamente, tendrán derecho a la percepción de un subsidio de movilidad y 
compensación por gastos de transporte. 

e) Derecho al trabajo 

Las personas con discapacidad tienen derecho al trabajo, en condiciones que garanticen la 
aplicación de los principios de igualdad de trato y no discriminación y existirá discriminación 
directa cuando una persona con discapacidad sea tratada de manera menos favorable que otra 
en situación análoga por motivo de su discapacidad. 

Las personas con discapacidad pueden ejercer su derecho al trabajo a través de los siguientes 
tipos de empleo: 

- Empleo ordinario, en las empresas y en las administraciones públicas, incluido los servicios 
de empleo con apoyo. 

- Empleo protegido, en centros especiales de empleo y en enclaves laborales. 

- Empleo autónomo. 

Los centros especiales de empleo son aquellos cuyo objetivo principal es el de realizar una 
actividad productiva de bienes o de servicios, participando regularmente en las operaciones del 
mercado, y tienen como finalidad el asegurar un empleo remunerado para las personas con 
discapacidad; a la vez que son un medio de inclusión del mayor número de estas personas en el 
régimen de empleo ordinario.  
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La plantilla de los centros especiales de empleo estará constituida por el mayor número de 
personas trabajadoras con discapacidad que permita la naturaleza del proceso productivo y, en 
todo caso, por el 70 por 100 de aquélla. A estos efectos no se contempla el personal sin 
discapacidad dedicado a la prestación de servicios de ajuste personal y social. 

f) Derecho a la protección social 

Las personas con discapacidad y sus familias tienen derecho a los servicios sociales de apoyo 
familiar, de prevención de deficiencias y de intensificación de discapacidades, de promoción de 
la autonomía personal, de información y orientación, de atención domiciliaria, de residencias, 
de apoyo en su entorno, servicios residenciales, de actividades culturales, deportivas, ocupación 
del ocio y del tiempo libre. 

g) Derecho de participación en los asuntos públicos 

Las personas con discapacidad podrán ejercer el derecho de participación en la vida política y 
en los procesos electorales en igualdad de condiciones que el resto de los ciudadanos conforme 
a la normativa en vigor. Para ello, las administraciones públicas pondrán a su disposición los 
medios y recursos que precisen. 

El Consejo Nacional de la Discapacidad es el órgano colegiado interministerial, de carácter 
consultivo, en el que se institucionaliza la colaboración del movimiento asociativo de las 
personas con discapacidad y sus familias y la Administración General del Estado, para la 
definición y coordinación de las políticas públicas que garanticen los derechos de las personas 
con discapacidad. En particular, corresponde al Consejo Nacional de la Discapacidad la 
promoción de la igualdad de oportunidades y no discriminación de las personas con 
discapacidad. 

La Oficina de Atención a la Discapacidad es el órgano del Consejo Nacional de la Discapacidad, 
de carácter permanente y especializado, encargado de promover la igualdad de oportunidades, 
no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 

h) Derecho a la igualdad de oportunidades y no discriminación 

Se entenderá que se vulnera el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con 
discapacidad, cuando, por motivo de o por razón de discapacidad, se produzcan 
discriminaciones directas o indirectas, discriminación por asociación, acosos, incumplimientos 
de las exigencias de accesibilidad y de realizar ajustes razonables, así como el incumplimiento 
de las medidas de acción positiva legalmente establecidas. 

Así, el Observatorio Estatal de la Discapacidad se constituye como un instrumento técnico de la 
Administración General del Estado que, a través de la Dirección General de Derechos de las 
Personas con Discapacidad del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, se encarga de la 
recopilación, sistematización, actualización, generación de información y difusión relacionada 
con el ámbito de la discapacidad. 

 

2. LA LEY 39/2006, DE 14 DE DICIEMBRE, DE PROMOCIÓN DE LA AUTONOMÍA PERSONAL 
Y ATENCIÓN A LAS PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA 

La atención a las personas en situación de dependencia y la promoción de su autonomía 
personal constituye uno de los principales retos de la política social de los países desarrollados 
y que no son otros que atender las necesidades de aquellas personas que, por encontrarse en 
situación de especial vulnerabilidad, requieren apoyos para desarrollar las actividades 
esenciales de la vida diaria, alcanzar una mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente 
sus derechos de ciudadanía. 
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2.1. Tal y como establece el artículo 1 de la Ley el objeto de la misma es regular las 
condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio del derecho subjetivo de 
ciudadanía a la promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de 
dependencia, en los términos establecidos en las leyes, mediante la creación de un Sistema para 
la Autonomía y Atención a la Dependencia, con la colaboración y participación de todas las 
Administraciones Públicas y la garantía por la Administración General del Estado de un 
contenido mínimo común de derechos para todos los ciudadanos en cualquier parte del 
territorio del Estado español. 
 
2.2. A efectos de esta ley se entiende por: 
a) Autonomía: la capacidad de controlar, afrontar y tomar, por propia iniciativa, decisiones 
personales acerca de cómo vivir de acuerdo con las normas y preferencias propias así como de 
desarrollar las actividades básicas de la vida diaria. 
b) Dependencia: el estado de carácter permanente en que se encuentran las personas que, 
por razones derivadas de la edad, la enfermedad o la discapacidad, y ligadas a la falta o a la 
pérdida de autonomía física, mental, intelectual o sensorial, precisan de la atención de otra u 
otras personas o ayudas importantes para realizar actividades básicas de la vida diaria o, en el 
caso de las personas con discapacidad intelectual o enfermedad mental, de otros apoyos para 
su autonomía personal. 
c) Actividades Básicas de la Vida Diaria (ABVD): las tareas más elementales de la persona, 
que le permiten desenvolverse con un mínimo de autonomía e independencia, tales como: el 
cuidado personal, las actividades domésticas básicas, la movilidad esencial, reconocer personas 
y objetos, orientarse, entender y ejecutar órdenes o tareas sencillas. 
d) Necesidades de apoyo para la autonomía personal: las que requieren las personas que 
tienen discapacidad intelectual o mental para hacer efectivo un grado satisfactorio de 
autonomía personal en el seno de la comunidad. 
e) Cuidados no profesionales: la atención prestada a personas en situación de dependencia 
en su domicilio, por personas de la familia o de su entorno, no vinculadas a un servicio de 
atención profesionalizada. 
f) Cuidados profesionales: los prestados por una institución pública o entidad, con y sin 
ánimo de lucro, o profesional autónomo entre cuyas finalidades se encuentre la prestación de 
servicios a personas en situación de dependencia, ya sean en su hogar o en un centro. 
g) Asistencia personal: servicio prestado por un asistente personal que realiza o colabora 
en tareas de la vida cotidiana de una persona en situación de dependencia, de cara a fomentar 
su vida independiente, promoviendo y potenciando su autonomía personal. 
h) Tercer sector: organizaciones de carácter privado surgidas de la iniciativa ciudadana o 
social, bajo diferentes modalidades que responden a criterios de solidaridad, con fines de interés 
general y ausencia de ánimo de lucro, que impulsan el reconocimiento y el ejercicio de los 
derechos sociales. 
 
2.3. Tal y como está establecido en el artículo 3, los principios de la Ley son: 

a) El carácter público de las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia. 

b) La universalidad en el acceso de todas las personas en situación de dependencia, en 
condiciones de igualdad efectiva y no discriminación, en los términos establecidos en esta Ley. 

c) La atención a las personas en situación de dependencia de forma integral e integrada. 

d) La transversalidad de las políticas de atención a las personas en situación de dependencia. 

e) La valoración de las necesidades de las personas, atendiendo a criterios de equidad para 
garantizar la igualdad real. 
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f) La personalización de la atención, teniendo en cuenta de manera especial la situación de 
quienes requieren de mayor acción positiva como consecuencia de tener mayor grado de 
discriminación o menor igualdad de oportunidades. 

g) El establecimiento de las medidas adecuadas de prevención, rehabilitación, estímulo social y 
mental. 

h) La promoción de las condiciones precisas para que las personas en situación de dependencia 
puedan llevar una vida con el mayor grado de autonomía posible. 

i) La permanencia de las personas en situación de dependencia, siempre que sea posible, en el 
entorno en el que desarrollan su vida. 

j) La calidad, sostenibilidad y accesibilidad de los servicios de atención a las personas en situación 
de dependencia. 

k) La participación de las personas en situación de dependencia y, en su caso, de sus familias y 
entidades que les representen en los términos previstos en esta Ley. 

l) La colaboración de los servicios sociales y sanitarios en la prestación de los servicios a los 
usuarios del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia que se establecen en la 
presente Ley y en las correspondientes normas de las Comunidades Autónomas y las aplicables 
a las Entidades Locales. 

m) La participación de la iniciativa privada en los servicios y prestaciones de promoción de la 
autonomía personal y atención a la situación de dependencia. 

n) La participación del tercer sector en los servicios y prestaciones de promoción de la 
autonomía personal y atención a la situación de dependencia. 

ñ) La cooperación interadministrativa. 

o) La integración de las prestaciones establecidas en esta Ley en las redes de servicios sociales 
de las Comunidades Autónomas, en el ámbito de las competencias que tienen asumidas, y el 
reconocimiento y garantía de su oferta mediante centros y servicios públicos o privados 
concertados. 

p) La inclusión de la perspectiva de género, teniendo en cuenta las distintas necesidades de 
mujeres y hombres. 

q) Las personas en situación de gran dependencia serán atendidas de manera preferente. 

 

2.4. Derechos de las personas en situación de dependencia 

a) A disfrutar de los derechos humanos y libertades fundamentales, con pleno respeto de su 
dignidad e intimidad. 

b) A recibir, en términos comprensibles y accesibles, información completa y continuada 
relacionada con su situación de dependencia. 

c) A ser advertido de si los procedimientos que se le apliquen pueden ser utilizados en función 
de un proyecto docente o de investigación, siendo necesaria la previa autorización, expresa y 
por escrito, de la persona en situación de dependencia o quien la represente. 

d) A que sea respetada la confidencialidad en la recogida y el tratamiento de sus datos, de 
acuerdo con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal. 

e) A participar en la formulación y aplicación de las políticas que afecten a su bienestar, ya sea 
a título individual o mediante asociación. 
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f) A decidir, cuando tenga capacidad de obrar suficiente, sobre la tutela de su persona y bienes, 
para el caso de pérdida de su capacidad de autogobierno. 

g) A decidir libremente sobre el ingreso en centro residencial. 

h) Al ejercicio pleno de sus derechos jurisdiccionales en el caso de internamientos involuntarios, 
garantizándose un proceso contradictorio. 

i) Al ejercicio pleno de sus derechos patrimoniales. 

j) A iniciar las acciones administrativas y jurisdiccionales en defensa del derecho que reconoce 
la presente Ley en el apartado 1 de este artículo. En el caso de los menores o personas 
incapacitadas judicialmente, estarán legitimadas para actuar en su nombre quienes ejerzan la 
patria potestad o quienes ostenten la representación legal. 

k) A la igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal, en cualquiera de 
los ámbitos de desarrollo y aplicación de esta Ley. 

l) A no sufrir discriminación por razón de orientación o identidad sexual. 

 

2.5. Titulares de los derechos: 

Son titulares de los derechos establecidos en la Ley 39/2006 los españoles que cumplan los 
siguientes requisitos: 

a) Encontrarse en situación de dependencia en alguno de los grados establecidos. 

b) Sin perjuicio de los servicios establecidos en los ámbitos educativo y sanitario, el Sistema para 
la Autonomía y Atención a la Dependencia atenderá las necesidades de ayuda a domicilio y, en 
su caso, prestaciones económicas vinculadas y para cuidados en el entorno familiar a favor de 
los menores de 3 años acreditados en situación de dependencia. 

c) Residir en territorio español y haberlo hecho durante cinco años, de los cuales dos deberán 
ser inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud. Para los menores de 
cinco años el periodo de residencia se exigirá a quien ejerza su guarda y custodia. 

 

2.6. Prestaciones de dependencia y catálogo de servicios 

Los objetivos de las prestaciones a las personas en situación de dependencia son los siguientes: 

a) Facilitar una existencia autónoma en su medio habitual, todo el tiempo que desee y sea 
posible. 

b) Proporcionar un trato digno en todos los ámbitos de su vida personal, familiar y social, 
facilitando su incorporación activa en la vida de la comunidad. 

Las prestaciones pueden tener la naturaleza de servicios y de prestaciones económicas e irán 
destinadas, por una parte, a la promoción de la autonomía personal y, por otra, a atender las 
necesidades de las personas con dificultades para la realización de las actividades básicas de la 
vida diaria. 

El Catálogo de servicios comprende los servicios sociales de promoción de la autonomía personal 
y de atención a la dependencia siguientes: 

a) Los servicios de prevención de las situaciones de dependencia y los de promoción de la 
autonomía personal. 

b) Servicio de Teleasistencia, que facilita asistencia a los beneficiarios mediante el uso de 
tecnologías de la comunicación y de la información, con apoyo de los medios personales 
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necesarios, en respuesta inmediata ante situaciones de emergencia, o de inseguridad, soledad 
y aislamiento. Puede ser un servicio independiente o complementario al de ayuda a domicilio. 

c) Servicio de Ayuda a domicilio, que constituye el conjunto de actuaciones llevadas a cabo en 
el domicilio de las personas en situación de dependencia con el fin de atender sus necesidades 
de la vida diaria, prestadas por entidades o empresas, acreditadas para esta función: 

- Atención de las necesidades del hogar. 

- Cuidados personales. 

d) Servicio de Centro de Día y de Noche, que ofrece una atención integral durante el periodo 
diurno o nocturno a las personas en situación de dependencia, con el objetivo de mejorar o 
mantener el mejor nivel posible de autonomía personal y apoyar a las familias o cuidadores. En 
particular, cubre, desde un enfoque biopsicosocial, las necesidades de asesoramiento, 
prevención, rehabilitación, orientación para la promoción de la autonomía, habilitación o 
atención asistencial y personal: 

- Centro de Día para mayores. 

- Centro de Día para menores de 65 años. 

- Centro de Día de atención especializada. 

- Centro de Noche. 

e) Servicio de Atención Residencial, que ofrece, desde un enfoque biopsicosocial, servicios 
continuados de carácter personal y sanitario: 

- Residencia de personas mayores en situación de dependencia. 

- Centro de atención a personas en situación de dependencia, en razón de los distintos 
tipos de discapacidad. 

Por su parte, las prestaciones económicas tienen carácter periódico y se reconocen únicamente 
cuando no es posible el acceso a un servicio público o concertado de atención y cuidado, en 
función del grado de dependencia y de la capacidad económica del beneficiario, de acuerdo con 
lo previsto en el convenio celebrado entre la Administración General del Estado y la 
correspondiente comunidad autónoma. 

Esta prestación económica de carácter personal está, en todo caso, vinculada a la adquisición 
de un servicio. Excepcionalmente, cuando el beneficiario esté siendo atendido por su entorno 
familiar, y se reúnan determinadas condiciones, podrá reconocerse una prestación económica 
para cuidados familiares. 

 

2.7. Grados de dependencia 

a) Grado I. Dependencia moderada: cuando la persona necesita ayuda para realizar varias 
actividades básicas de la vida diaria, al menos una vez al día o tiene necesidades de apoyo 
intermitente o limitado para su autonomía personal. 

b) Grado II. Dependencia severa: cuando la persona necesita ayuda para realizar varias 
actividades básicas de la vida diaria dos o tres veces al día, pero no quiere el apoyo permanente 
de un cuidador o tiene necesidades de apoyo extenso para su autonomía personal. 

c) Grado III. Gran dependencia: cuando la persona necesita ayuda para realizar varias actividades 
básicas de la vida diaria varias veces al día y, por su pérdida total de autonomía física, mental, 
intelectual o sensorial, necesita el apoyo indispensable y continuo de otra persona o tiene 
necesidades de apoyo generalizado para su autonomía personal. 


